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Laura Fernández Bermejo, con DNI 9735863-D, portavoz del Grupo Municipal IU -
San  Andrés  del  Rabanedo,  al  amparo  de  lo  dispuesto  en  el  artıćulo  84  del
Reglamento Orgánico Municipal del Ayuntamiento de San Andrés del Rabanedo y
del  Artıćulo  97.3  del  Reglamento  de  Organización,  Funcionamiento  y  Régimen
Jurıd́ico de las Entidades Locales, presenta al Pleno Ordinario del mes de MAYO, la
siguiente moción para su debate y aprobación:

MOCIÓN PARA SUSPENDER LOS EFECTOS COERCITIVOS EN
LA PRÁCTICA DE LAS REGLAS FISCALES Y QUE LOS

AYUNTAMIENTOS PUEDAN ABORDAR LAS POLÍTICAS
NECESARIAS PARA PROTEGER A LA POBLACIÓN DE LAS

CONSECUENCIAS DE LA PANDEMIA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La grave pandemia del Covid19 está ocasionando consecuencias que solo pueden calificarse de
devastadoras. En primer lugar, en términos de vidas humanas ya que a nivel mundial el número
de personas fallecidas ya más de 140.000 personas en el mundo, 20.000 de ellas en España.
Gracias a los esfuerzos de las autoridades sanitarias, a la actuación del Gobierno que decretó ya
hace más de un mes el estado de alarma y a la colaboración de la ciudadanía en la etapa de
confinamiento, se está consiguiendo frenar la evolución de la enfermedad. Incluso así, el daño
es gravísimo.
Tal y como han indicado las instituciones internacionales, el impacto negativo de la emergencia
sanitaria será también muy importante sobre la economía mundial. Según el Fondo Monetario
Internacional, el peor que ha vivido el mundo en casi un siglo y certificó que el crecimiento
económico  global  este  año  será  "fuertemente  negativo" y  para  2021  solo  se  verá  una
"recuperación parcial". Incluso su máxima responsable Kristalina Georgieva ha declarado que
es previsible anticipar “las peores consecuencias económicas desde la Gran Depresión”.
En  la  misma  línea  y  de  forma previa,  la  Comisión  Europea  suspendió  el  20  de  marzo  la
aplicación del  Pacto de Estabilidad y Crecimiento,  es  decir,  el  conjunto de normas fiscales
comunitarias,  abriendo así  la  puerta  a que los  gobiernos nacionales  puedan  elevar  su gasto
público  todo  lo  necesario  para  combatir  la  propagación  del  coronavirus  y  mitigar  sus
consecuencias económicas.
Así lo indicó la máxima responsable del Ejecutivo comunitario, Ursula von der Leyen, cuando
indicó expresamente lo siguiente: "Hoy, esto es nuevo y nunca se ha hecho antes, activamos la
cláusula de escape general  del  Pacto de Estabilidad y Crecimiento.  Esto significa que los
gobiernos nacionales pueden invertir en su economía lo que necesiten. Estamos relajando las
normas presupuestarias para que puedan hacerlo".
Desgraciadamente, esas decisiones adoptadas, no han tenido aún efecto en España y no han sido
aún trasladadas a la realidad de nuestro país.
La  Ley  Orgánica  2/2012,  de  27  de  abril,  de  Estabilidad  Presupuestaria  y  Sostenibilidad
Financiera, sigue en vigor y, de igual forma que ha bloqueado el gasto público desde 2012 hasta
2019, sigue restringiendo sobremanera la capacidad de gasto de las administraciones públicas en
la nueva situación de emergencia.
En concreto, la aplicación de la denominada “regla de gasto” provoca que los gobiernos de las
corporaciones  locales  se  encuentren obligados a mantener  importantes  superávit  fiscales sin
poder dedicarlos a hacer frente, en el marco de sus competencias, a las extraordinariamente altas
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tasas de exclusión social, de un 27,9% de la población (según el indicador AROPE de la última
Encuesta de Condiciones de Vida) que presenta actualmente nuestro país. Y ahora, el golpe
económico  derivado de la  crisis  del  Covid19 impactará  sobre  las  personas  que  sufren  más
precariedad sin que las administraciones locales tengan capacidad de intervenir por el efecto
perverso de unas reglas fiscales aún en vigor en España.
La  Ley  Orgánica  2/2012,  de  27  de  abril,  de  Estabilidad  Presupuestaria  y  Sostenibilidad
Financiera (LOEPSF), desarrollo de la reforma del artículo 135 de la Constitución Española, ha
supuesto la consagración de la estabilidad presupuestaria como el principio máximo al que ha
quedado  supeditada  el  conjunto  de  la  política  económica  y  social  de  las  administraciones
públicas. Por sí solo, el apartado 3 de ese reformado artículo 135, en el que se da “prioridad
absoluta” a los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública en el estado
de gasto de los presupuestos, por encima de los créditos de las restantes políticas de gasto, entra
en conflicto directo con la definición, en el artículo 1.1. de la Constitución, de nuestro Estado
como un “Estado social y democrático de Derecho”.
No sólo eso,  sino que la aprobación de la LOEPSF ha supuesto una profundización en esa
antisocial  jerarquía  de  prioridades  debido  a  la  flagrante  limitación de  la  autonomía  de  las
Corporaciones Locales, consagrada en el artículo 140 de la CE, así como de la suficiencia fiscal
necesaria  para  llevar  a  cabo  un  desarrollo  pleno  de  sus  competencias.  En  concreto,  la
enunciación,  en  el  artículo  12  de  la  citada  Ley,  de  la  denominada  “regla  de  gasto”  está
restringiendo de manera injustificada la actuación de las Corporaciones Locales en un contexto
en el que coexisten importantes superávit presupuestarios con acuciantes necesidades sociales,
debido  a  unos  servicios  públicos  fundamentales  debilitados  después  de  años  de  fuertes
restricciones presupuestarias.

Con el objetivo de frenar el impacto social de la pandemia, el Gobierno de España ha articulado
una  serie  de  medidas  financieras  y  presupuestarias  para  facilitar  la  actuación  de  las
corporaciones locales en el ejercicio de sus competencias de protección y promoción social.

Se  ha  aprobado  destinar  “el  superávit  presupuestario  de  las  entidades  locales  de  2019  a
financiar gastos de inversión destinados a Servicios Sociales y promoción social”. Esto permite
a algunos Ayuntamientos reforzar sus recursos en Servicios Sociales para impulsar medidas de
protección  y  promoción  social  de  las  personas  vulnerables,  pero  aún  son muchas las
Entidades  Locales  que  no  pueden  acogerse  a  estas  disposiciones
normativas  debido  a  las  limitaciones  presupuestarias,  la  regla  de
gasto y otras restricciones que anteponen el pago de la deuda a poder
hacer  frente  y  dar  respuesta  a  una  crisis  como  las  que  estamos
viviendo.

En ese sentido, tal  y  como recoge el  acuerdo de coalición entre Unidas  Podemos y PSOE,
entendemos que el Gobierno Central debe seguir ampliando las competencias y capacidades de
los gobiernos locales, garantizando el respecto de la autonomía local y fortaleciendo el papel de
los municipios como unidad territorial básica.

También la propia Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) ha acordado con
un  amplio  consenso flexibilizar  la  regla  de  gasto para  que  los  Ayuntamientos  podamos
“participar  en  la  solución  de  forma  equilibrada  mostrando  como  siempre  hicieron  su
solidaridad  con  todas  las  instituciones  y  su  vocación  de  atender  a  los  ciudadanos  de  sus
municipios”.
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En este contexto resulta justificada una reforma de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, que modifique la regulación de la regla
de gasto, de modo que permita a las Corporaciones Locales que además cumplen en su inmensa
mayoría con los criterios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, así como con
el periodo máximo de pago de la deuda comercial, reinvertir su superávit fiscal para garantizar
la prestación de los servicios públicos de su competencia.

Y además es extremadamente urgente que, en tanto que la  reforma de la Ley Orgánica sea
realizada, se proceda a suspender los efectos coercitivos en la práctica de las reglas fiscales, tal
y como ha sido aprobado por la Comisión Europea y el Eurogrupo.

En consecuencia, y por los motivos anteriormente expuestos, nuestro
grupo  municipal  propone  al  Pleno  la  adopción  del  siguiente
ACUERDO:

Instar al Gobierno Central a:

1. Modificar  la  Ley  Orgánica  2/2012  de  Estabilidad
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera para que la regla
de gasto permita a las Administraciones Públicas abordar la
crisis económica y social a la que nos enfrentamos.

2. Hasta que dicha modificación de la normativa sea aprobada
en el Parlamento, el Ministerio de Hacienda y la Secretaría
de  Financiación  Autonómica  y  Local  comunicarán  a  las
Comunidades  Autónomas  y  Corporaciones  Locales  la
suspensión de las normas coercitivas que se aplican ante el
incumplimiento  de  las  reglas  fiscales  y  en  concreto,  de  la
regla  de  gasto,  para  que  puedan  abordar  las  políticas
necesarias para proteger a la población de las consecuencias
de  la  pandemia. En  ese  sentido,  se  procederá  a  modificar  la  Guía  de
Interpretación de la Regla de Gasto para que los gastos extraordinarios y refuerzos
en la contratación derivados de esta crisis, en servicios sociales y promoción social,
atención a las personas, limpieza, desinfección, seguridad ciudadana, y materiales
de  seguridad  (EPI)  de  empleados  municipales,  no  computen  con  las  reglas  de
estabilidad y techo de gasto.

3. Permitir superar los límites de la masa salarial, al amparo
de lo anterior,  para la contratación de personal con carácter
temporal  y  extraordinario en servicios esenciales gestionados
directamente por las Entidades Locales, principalmente permitir que se permita la
contratación  con  carácter  temporal  y  excepcional,  de  personal  de  limpieza  y
desinfección (en todos sus ámbitos), de trabajadores sociales, auxiliares de ayuda a
domicilio y demás personal necesario para atender directamente a la población de
riesgo y vulnerable.
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En San Andrés del Rabanedo a 13 de mayo de 2020
 

Fdo:            Laura Fernández Bermejo

Portavoz del Grupo Municipal de IU - San Andrés del Rabanedo.


